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Asunto: Posición y solicitudes de Asocapitales frente al procedimiento de 

implementación de la actualización catastral en algunas zonas rurales del 
país. 

Referencia: Resolución 2057 del 30 de diciembre de 2025, emitida por el Instituto 
Geográfico Agustín Codazzi (IGAC). 

Doctores Petro, Benedetti y Marulanda: 

La Asociación Colombiana de Ciudades Capitales (Asocapitales), en ejercicio del derecho 
fundamental de petición, previsto en el artículo 23 de la Constitución, y en virtud de su 
misión de interlocución entre las entidades territoriales y el Gobierno Nacional, expresa su 
postura institucional frente a la implementación y efectos de la Resolución 2057 del 30 de 
diciembre de 2025, «por medio del [sic] cual se da aplicación al artículo 49 de la Ley 2294 de 
2023, la Resolución IGAC número 1912 de 2024 y se establecen los porcentajes de incremento 
de los avalúos catastrales en las zonas rurales de algunos municipios del país para la vigencia 
2026», con el fin de solicitar medidas correctivas y una mesa técnica de concertación, según 
los argumentos que se presentan en este documento. 

1. RESUMEN EJECUTIVO 

1) Asocapitales reconoce que la actualización catastral es una herramienta legítima y 
necesaria para corregir rezagos históricos, fortalecer los presupuestos territoriales y 
mejorar la planeación de los proyectos clave para el cierre de brechas en regiones 
apartadas de Colombia, pero advierte que la ejecución actual de la política pública 
vulnera los principios de proporcionalidad, coordinación interinstitucional y confianza 
legítima. 
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2) El modelo de incremento de los avalúos catastrales previsto en la Resolución 2057 del 30 
de diciembre de 2025 no pondera las particularidades físicas de los predios, las 
restricciones de uso del suelo, ni las dinámicas socioeconómicas locales, razón por la cual 
la liquidación del impuesto predial en la presente vigencia fiscal resulta 
desproporcionada en buena parte del territorio nacional. 

3) El Gobierno Nacional impuso una directriz metodológica general, pero no concertó 
previamente las medidas de mitigación con las entidades territoriales para salvaguardar 
la autonomía territorial y la estabilidad social, por lo que Asocapitales pide replantear la 
normativa en el marco de la gradualidad y corresponsabilidad, e instalar de forma 
inmediata una mesa técnica con los mandatarios locales para definir de manera conjunta 
los ajustes metodológicos requeridos. 

2. OMISIÓN DE PREVER UN RÉGIMEN DE TRANSICIÓN 

Como se ha manifestado en oportunidades anteriores, la posición de Asocapitales no es de 
oposición a la modernización del Estado. Por el contrario, se reconoce que la actualización 
catastral es una herramienta legítima y necesaria para corregir rezagos históricos, fortalecer 
los presupuestos territoriales y mejorar la planeación de los proyectos clave para el cierre de 
brechas en regiones apartadas de Colombia. No obstante, la ejecución reciente de esta 
política pública, en particular con la expedición de la Resolución 2057 del 30 de diciembre de 
2025, ha expuesto debilidades procedimentales y sustanciales que vulneran principios 
constitucionales de justicia tributaria, coordinación y confianza legítima, lo que ha afectado 
especialmente a la población campesina del país. 

La implementación masiva de la actualización de valores catastrales ha carecido de 
gradualidad. En efecto, expedir un acto administrativo de esta envergadura técnica y fiscal 
el 30 de diciembre de 2025 para que rigiera de manera inmediata en la vigencia 2026, 
desconoce la conveniencia de una vacatio legis razonable. El ejercicio de la función pública 
está sometido al principio de la buena administración, el cual exige que las autoridades 
garanticen la previsibilidad de sus decisiones frente a los administrados. 

Al carecer de un régimen de transición frente a fluctuaciones en las bases gravables que 
superan el 100 %, la normativa materializa una carga pública desproporcionada. Esta omisión 
procedimental, expedida a pocas horas de iniciar el nuevo periodo fiscal, atenta contra el 
principio de coordinación interinstitucional, toda vez que colocó a los alcaldes y concejos 
municipales en una situación de indefensión jurídica, al impedirles ejercer sus competencias 
constitucionales para diseñar y adoptar medidas de contención, alivios o tarifas diferenciales 
de manera oportuna. 

Aunado a lo anterior, la expedición extemporánea de la Resolución 2057 de 2025 riñe 
materialmente con el principio constitucional de irretroactividad tributaria. De acuerdo con 
lo establecido en el artículo 363 de la Constitución, el sistema tributario se encuentra 
fundado en los principios de equidad, eficacia y progresividad, pero particularmente en la 
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premisa ineludible según la cual las normas en materia tributaria no se aplicarán con 
retroactividad. 

En consonancia con esta garantía, el artículo 338 superior consagra que las disposiciones que 
regulen contribuciones en las que la base sea el resultado de hechos ocurridos durante un 
periodo determinado, no pueden aplicarse sino a partir del periodo que comience después 
de iniciar la vigencia de la respectiva decisión administrativa o legal. Al ser el impuesto predial 
un impuesto de periodo, cuya obligación tributaria se cataloga y cuantifica en ciclos que van 
de enero a diciembre de cada año, la alteración intempestiva de su base gravable a menos 
de cuarenta y ocho (48) horas de iniciar la vigencia fiscal 2026 impuso de facto una carga 
tributaria sorpresiva que desnaturaliza la proscripción de la retroactividad y desconoce las 
garantías de los contribuyentes. 

En este sentido, esta actuación vulnera materialmente el principio de reserva de ley 
tributaria. Si bien el Gobierno Nacional, a través del IGAC, tiene la competencia legal para 
actualizar el avalúo catastral —el cual constituye la base gravable del tributo según el artículo 
3 de la Ley 44 de 1990—, es una competencia exclusiva y excluyente de los concejos 
municipales definir y fijar las tarifas aplicables. De acuerdo con el artículo 4 de la mencionada 
ley, modificado por el artículo 23 de la Ley 1450 de 2011, corresponde a las corporaciones 
locales establecer tarifas diferenciales y progresivas que oscilan entre el 1 y el 16 por mil. Esta 
facultad exige un proceso de debate y análisis para ponderar realidades territoriales como 
los estratos socioeconómicos, los usos del suelo y, particularmente en este caso, la pequeña 
propiedad rural destinada a la producción agropecuaria. 

Al imponer el ajuste de la base gravable el penúltimo día del año, la Administración Nacional 
impidió a los concejos municipales tramitar y aprobar los acuerdos locales necesarios para 
amortiguar el impacto del incremento resultante del impuesto predial.  Sin embargo, han 
sido las administraciones territoriales quienes han debido asumir de manera directa el peso 
del inconformismo público frente a una directriz que ha demostrado ser inviable en su 
aplicación práctica. A pesar de la indefensión jurídica provocada por la expedición 
extemporánea de la resolución, las entidades territoriales han actuado en estricto apego a 
sus competencias: han garantizado el derecho a la manifestación pacífica, mantenido el 
orden público y manifestado su plena disposición para colaborar en la construcción de una 
política de actualización catastral ajustada a las realidades regionales. 

No obstante, resulta inaceptable que el Gobierno Nacional, tras haber generado esta crisis 
de gobernabilidad por deficiencias metodológicas y procedimentales, pretenda ahora que 
los mandatarios locales asuman el costo político de la medida. Exigir a los alcaldes la 
contención y resolución de una crisis tributaria frente a la cual se les ataron las manos resulta 
altamente perjudicial para la institucionalidad. Que esta presión política indebida escale 
hasta traducirse en declaraciones públicas que han sido interpretadas como posibles 
amenazas de destitución desde la Presidencia de la República se aleja por completo de los 
cauces democráticos. 
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Es imperativo recordar que los alcaldes ostentan un mandato popular y sus actuaciones 
están cobijadas por el principio de legalidad; su eventual remoción no es una facultad de 
resorte presidencial. 

3. OMISIÓN DE EVALUAR LAS PARTICULARIDADES DE LOS PREDIOS RURALES 

Si bien es innegable que el IGAC no fija por sí mismo la tarifa del impuesto predial unificado, 
su decisión técnica tiene un efecto directo e ineludible sobre la base gravable, de 
conformidad con el parágrafo 1 del artículo 79 de la Ley 1955 de 2019, modificado por el 
artículo 43 de la Ley 2294 de 2023. Por tanto, la Administración Nacional no puede 
desentenderse de los imperativos de equidad y justicia tributaria consagrados en 
los artículos 338 y 363 de la Constitución Política. De acuerdo con la Ley 44 de 1990, la base 
gravable del predial se articula inescindiblemente con el avalúo catastral, por lo que una 
metodología administrativa de orden nacional no puede reconfigurar de manera drástica e 
irrazonable la base de cobro y desconocer los límites materiales que impone la legalidad 
tributaria. 

Bajo el principio de proporcionalidad, toda carga pública debe ser soportable para el 
administrado; sin embargo, la aplicación masiva terminó produciendo impactos económicos 
que superan la capacidad de absorción de los contribuyentes. Un síntoma inequívoco de esta 
debilidad es la inconsistencia en casos concretos que han tomado relevancia pública. 

Resulta técnicamente discutible que, en departamentos como Santander, se reporten 
predios con variaciones de avalúo de 200 millones a 2  200 millones de pesos, que luego 
deben ser «corregidos» a cifras cercanas a los 700 millones debido a la presión social.  En 
zonas rurales, el impacto es aún más severo: los administrados han documentado saltos del 
avalúo catastral de 125 millones a 594 millones de pesos, lo que en la práctica ha multiplicado 
el impuesto a cargo en casi un 700 %, pasando de cobros de 817 000 pesos a cerca de 6,8 
millones en una sola vigencia fiscal; e incluso gremios del sector agropecuario alertan sobre 
incrementos netos de la carga impositiva que superan el 2000  %. Que estas distorsiones 
deban ser «corregidas» o ajustadas a posteriori mediante un método carente de rigor técnico 
suficiente en respuesta a la presión social, resulta inaceptable en materia tributaria, pues 
erosiona indefectiblemente la seguridad jurídica, el patrimonio de los particulares y la 
confianza legítima de la ciudadanía. 

Asimismo, la actualización masiva ha evidenciado una grave incapacidad metodológica para 
captar las particularidades territoriales. Las metodologías de valoración masiva aplicadas 
desde el nivel central de la Administración Nacional—fundamentadas en la generalización 
de Zonas Homogéneas Físicas y Geoeconómicas (ZHF y ZHG)— operan bajo el supuesto 
econométrico de un mercado de tierras perfecto. Sin embargo, el suelo rural y suburbano 
colombiano se caracteriza por profundas fallas de mercado, asimetría de información y baja 
liquidez inmobiliaria. 
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Al aplicar modelos estadísticos de indexación a gran escala, el instrumento de valoración 
introdujo un déficit de interoperabilidad material con los planes de ordenamiento territorial 
y los estándares de administración del territorio. En la práctica, el diseño no aisló ni ponderó 
adecuadamente las restricciones normativas de uso del suelo, las determinantes 
ambientales de protección estricta, ni las deficiencias microeconómicas como la carencia de 
vías terciarias. El modelo terminó así capturando y gravando el potencial teórico y 
especulativo de la tierra, pero ignorando las realidades productivas reales y las limitaciones 
de explotación de los predios. 

Esta desarticulación genera resultados que, aunque formalmente uniformes en los sistemas 
de información del IGAC, son material y tributariamente inequitativos. La decisión posterior 
del Gobierno de revisar la medida de manera individual por municipio —mediante la 
Resolución 384 de 2026, que a la fecha no se ha publicado en el Diario Oficial, pero que 
modificaría el artículo 2 de la Resolución 2057 del 30 de diciembre de 2025 para autorizar a 
las Direcciones Territoriales del IGAC para ajustar el incremento— es prueba de la 
vulneración flagrante de la seguridad jurídica, la confianza legítima y de la responsabilidad 
de la Administración. Más aún, con la emisión de la Resolución 384 de 2026, puede afirmarse 
que la generalidad del modelo econométrico inicial fue defectuosa, tal y como lo reconoció 
después la misma Administración Pública. 

La habilitación conferida por el artículo 49 de la Ley 2294 de 2023 tiene la finalidad de 
corregir los rezagos históricos del catastro, no producir incrementos abruptos 
desconectados de las realidades físicas, normativas y económicas del suelo rural. Sin 
embargo, a la luz del artículo 44 del CPACA, incluso en aquellos ámbitos donde la 
Administración goza de un margen de apreciación técnica, toda decisión debe ser «adecuada 
a los fines de la norma que la autoriza, y proporcional a los hechos que le sirven de causa». 
La actualización catastral persigue un fin legítimo; sin embargo, la metodología generalizada 
empleada por el IGAC no resulta adecuada para incorporar las particularidades físicas, 
normativas y económicas del suelo rural y, por esa vía, termina produciendo efectos 
desproporcionados sobre la base gravable del impuesto predial, en tensión con los principios 
de coordinación y concurrencia de la función administrativa previstos en los artículos 209 y 
288 de la Constitución. 

4. SOLICITUD DE CORRECTIVOS Y MESA TÉCNICA DE CONCERTACIÓN 

Por lo expuesto, Asocapitales sostiene que el incremento de los avalúos catastrales debe 
ajustarse a criterios de proporcionalidad, coordinación y respeto institucional. En esa medida, 
atentamente se solicita: 

1) Que se derogue la Resolución 2057 del 30 de diciembre de 2025, toda vez que sus 
falencias técnicas y jurídicas estructurales hacen inviable su subsanación mediante 
modificaciones parciales sin vulnerar el principio de seguridad jurídica. 
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2) Que, en su lugar, se estructure y expida un nuevo acto administrativo que regule la 
materia de manera integral, con efectos aplicables a partir de la vigencia fiscal de 
2027. 

3) Que se garantice que el nuevo marco regulatorio sea producto de una concertación 
material y efectiva con las autoridades territoriales, en estricto apego al principio de 
autonomía territorial e incorpore un régimen de transición y de aplicación gradual 
que proteja la estabilidad fiscal de las regiones y mitigue los posibles impactos 
socioeconómicos adversos derivados de la medida. 

4) Que se convoque e instale una mesa técnica de concertación institucional —
integrada por el Instituto Geográfico Agustín Codazzi (IGAC), los ministerios 
competentes, representantes de las entidades territoriales y Asocapitales— con el 
objeto de reestructurar la metodología de actualización catastral, de forma que se 
reconozca e incorpore materialmente las asimetrías territoriales, las restricciones de 
uso del suelo y las diversas vocaciones productivas locales. 

Asocapitales reitera la voluntad de diálogo y colaboración con las autoridades nacionales. No 
obstante, se advierte que la viabilidad del catastro multipropósito depende de la capacidad 
de la Nación para corregir sus fallas de implementación, así como de dotar el procedimiento 
de incremento de mayor proporcionalidad, razonabilidad y seguridad jurídica. 

5. ANEXOS 

Anexo 1. Certificado de existencia y representación legal de Asocapitales. 

6. NOTIFICACIONES  

Asocapitales recibe notificaciones electrónicas en el correo info@asocapitales.co con copia 
a nicolas.otero@asocapitales.co. 

Atentamente, 

 

Andrés Santamaría Garrido 
Director General 
Asocapitales 
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